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Bajo el título de "Los Poderes del Presidente de la Corte 
de Apelación", el artículo 141 de la Ley 834 de 1978, dis­
pone lo siguiente: 

"El Presidente podrá igualmente, en el curso de la instancia de 

apelación, suspender la ejecución de las sentencias impropia­
mente calificadas en última instancia, o ejercer los poderes que 

les son conferidos en materia de ejecución provisional". 

Entre ~ los poderes a que se refiere el artículo anterior 

figuran los que le confiere el artículo 137 de la misma Ley 
834, de poder detener la ejecución provisional, en caso de 

apelación y estatuyendo en referimiento en estos casos: 

•Licenciado en Derecho, Cum Laude, UNPHU, 1987. Profesor de la PUCMM y 
de la UNPHU. 
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1.- si está prohibida por la ley; 2.- si hay ' 
riesgo de que entrañe consecuencias manifies­

tamente excesivas. 
Para que el Presidente de la Corte de Apela­

ción pueda ejercer esos poderes, es necesario 
que previamente se haya interpuesto un re­
curso de apelación contra la sentencia de 
primer grado. En caso contrario, la demanda 
en· referimiento a fin de obtener la suspensión 

de la ejecución provisional, resultaría inad­
misible. 

Se trata de la llamada "jurisdicción del 
Presidente del Tribunal de Apelación". Para 
algunos autores,· la posibilidad de recurrir en 

el curso de una apelación sobre el fondo, por 
ante el ·Presidente en atribuciones de referi­
miento a fines de que ordene la suspensión de 
una sentencia ejecutoria provisionalmente, 
constituye un verdadero "recurso". · 

Es el Presidente de la Corte de Apelación, 
estatuyendo en referimiento y en el curso de 

una apelación, la única jurisdicción compe­
tente para suspender la ejecución de una sen­
tencia ejecutoria provisionalmente no obs­
tante cualquier recurso. 

La ley no ha creado para este caso, una ju­

risdicción de apelación. Por lo tanto, el Presi- · 
dente de la Corte de Apelación estatuyendo en 
referimiento en virtud de los poderes que le 

confieren los artículos 1 3 7 y 14 1 de la Ley 

834, decide en única instancia. 
El artículo 1 de la Ley de Procedimiento de 

Casación N° 3726, establece: 
"La Suprema Corte de Justicia decide, como Corte 

·de · Casación, si la ley ha sido bien o mal apficada 

en los fallos en última o en única instancia pronun­
ciados por los tribunales del orden judicial." 

Siendo la decisión del Presidente de la Corte 

im:¡:¡¡:¡:¡¡:¡¡:¡:¡¡:¡:¡¡:::¡:¡:¡¡¡:¡:::;:;,H\,:,:,:,::•:•:,, 

de Apelación, estatuyendo en referimiento en 
virtud de los poderes que le confieren los 
artículos señalados, dictada en única instancia, 
la única vía de recurso abierta es la casación. 

La situación que comentamos ya fue resuelta 
por nuestra Corte de Casación mediante sen­
tencia de fecha 18 de diciembre de 1985, 
(B.J. 901, Pág. 3155), juzgando que: 
"Considerando, que resulta de la combinación de 
los artículos 137, 140 • Y 141 de la ley 834 de 
1978, que cuando el Juzgado de Primera Instancia 
ordena la ejecución pro\lÍSlonal de sus sentencias 

como ocurrió en la especie, aquella sólo poá'á ser 

detenida, en caso de apelación, por el Presidente 
de la Corte de Apelación estatuyendo en referi­
miento y en los casos expresamente prewstos por 
el artículo 13 7; que aparte del funcionario indica­
do, ningún otro órgano o funcionario juclcial tiene 
capacidad legal para ordenar la suspensión de una 
sentencia en la hipótesis señalada, que de ahl re­
sulta que la decisión adoptada al respecto por el 
citado magistrado, no es susceptible de ser im­

pugnada por el recurso ordnario de la apelación, 
sino exclusivamente por el recurso extraorclna­
rio de la Casación". 

Sin embargo, cuando la sentencia ejecutoria 
provisionalmente emana de un Juzgado de Paz, 
la demanda en suspensión se realiza por ante 

el Juez de Primera Instancia, en atribuciones 
de ref erimiento, luego de apelar el fondo del 
asunto. A nuestro entender, ese juez será el 

mismo que fue previamente apoderado para 
conocer del recurso de apelación dado el 
carácter unipersonal de nuestros juzgados de 

. primera instancia, en donde el Presidente no 

es una entidad distinta del Tribunal o Juzgado. 
(Ver SCJ 18 de julio de 1979, B.J. 824, Pág. 
1318; Luciano Pichardo, Rafael, Et Juez 
Competente en Refeciroiento, Confusión 



creada por el Artículo lo 1 de la Ley 834 de 
] 978. Ustín Diario, 26 de enero de 1988). 

En este caso, en cuanto a la vía de recurso 

abierta para la ordenanza a rendirse, la ju­

risprudencia de nuestra Corte de Casacióp no 
ha sido uniforme. En un caso ha admitido que 

sólo es recurrible en casación y en otro que es 

susceptible de apelación. 

En nuestro país, ,la apelación de las senten­

cias del Juzgado de Paz tendrá lugar por ante 

el Juzgado de Primera Instancia en razón de 

que ese es el tribunal de apelación competente 

de conformidad con los artículos 43, párrafo 

IV, agregado por la ley 334 del 23 de julio de 

1968, y 45-2 de la ley 821, del .21 de no­

viembre de 1927, sobre Organización Judi­

cial. 

Las disposiciones de los artículos 137, 140 
y 141 de la ley 834 de 1978, se aplican tam­

bién al Presidente del Tribunal de Primera 

Instancia, en la hipótesis excepcional que ese 

Tribunal actúa como corte de apelación. 

Se puede apreciar también, que el Juez de 

Primera Instancia sólo puede conocer sobre 

una demanda en suspensión de ejecución pro­

visional de una sentencia rendida por un Juz­

gado de Paz, estatuyendo en referimiento, sólo 

si previamente ha sido apoderado del fondo del 

asunto por un recurso de apelación, tal como 

ocurría antes de la reforma de 1978, en vir­

tud del derogado artículo 459 del Código de 

Procedimiento Civil, sólo que en vez de refe­

rimiento, era a breve término. 

En este caso, tampoco la ley ha creado un 

órgano o jurisdi~ción de alzada por ante la cual 

se pueda recurrir en apelación esa decisión 

que rinde el presidente del tribunal de prime-

ra i~tancia en el. curso de un· recurso de ape­
lación. 

Mal podria la Corte de Apelación ser tribu­

nal de apelación de otra corte de apelación, 

como es el Juzgado de Primera Instancia en 

este caso excepcional. 

No podría alegarse que la decisión que ordena 

o rechaza el pedimento en suspensión de eje­

cución de una sentencia ejecutoria provisio­

nalmente rendida por el Juzgado de Paz, es 
dada en prime.ra instancia, pues ella surge ne­
cesariamente .en el curso de un recurso de 
apelación y emana del Presidente de ese tribu­

nal de alzada. 

Entonces, no puede existir una situación 

distinta para la aplicación del articulo 141 de 

la ley 834, en las decisiones del Presidente de 

la Corte de Apelación y en las del Presidente 

del Juzgado de Primera Instancia, cuando este 

tribunal funge como corte de apelación. 

Es que la ley 834 de 1978, cuando se re­
fiere "a los poderes del Presidente de la Corte 
de Apelación", no hace alusión a esta situación 
excepcional del Juzgado de Primera Instancia, 
pues al seguir el modelo francés no tomó en 

consideración que en Francia hoy día, la Corte 

de Apelación es la única jurisdicción de apela­
ción, que conoce de las apelaciones de las sen­
tencias de los juzgados de paz y de las de 
primera instancia. 

Por lo tanto, en el caso que tratamos, el 
Presidente del Tribunal de Primera Instancia 
·estatuye tambié, 1 en única instancia, por lo 

que el único recurso abierto es el de casación. 

Admitir para esta especie el recurso de_ 
apelación implicaría que el asunto recorrerla 

un tercer grado de jurisdicción. 
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Así fue admitido por nuestra Corte de Casa­

ción cuando de manera precisa estableció en su 
sentencia de fecha 1 7 de noviembre de 19 7 8 

(8.J. 816, Pág. 2248), lo siguiente: 
"Considerando, que la Cámara Ovil y Comercial 
de la Segunda Orcunscripción del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, al dictar 
su sentencia de fecha 1 O de febrero de 1976, 
ahora impugnada en casación, actuó como tribunal 
de apelación, conociendo de un recurso intentado 
por ... contra la sentencia dictada en fecha 1 9 de 
diciembre de 1975, por el Juzgado de Paz de la 
Quinta Orcunscripción del Distrito Nacional; q.¡e 
las sentencias que ordenan la suspensión de la 
ejecución provisional, son siempre dictadas por un 

tribunal de segundo grado, actuando como tribunal 
de apelación; que por consiguiente, esas senten­

cias sólo pueden ser objeto del recurso de casa­
ción; que, la Suprema Corte de Justicia, mantiene 
el criterio de que, en aquellos casos que los juzga­
dos de primera- instancia estatuyen en vista de 
recursos contra las sentencias de los juzgados de 
paz, la constitución ha creado el recurso de casa­

ción, regulado por la ley. " 

No obstante la contundencia de la jurispru­
dencia de principio anteriormente transcrita, 
la Suprema Corte, de manera poco feliz, sin 

argumentaciones de peso jurídico, dicta su 

sentencia de fecha 1 3 de agosto de 1984 (B.J. 
885, Pág. 2013), cuyo único considerando 

establece: 
"que en la especie, la sentencia impugnada decidió 
sobre una demanda civil a breve término, incoada 
por el recurrente contra la recurrida, en solicitud 
de suspensión de ejecución de la sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción 
del Distrito Nacional, en fecha 24 de mayo de 
1983; que se trata pues de un fallo c!Lctado en 
primera instancia susceptible del recurso de ape­
lación; que los fallos en primera instancia no 

pueden ser impugnados por el recurso extraordi­
nario de casación, que por tanto el presente re­
curso resulta inacmisible por haber sido inter­
puesto en violación del artículo 1 ° de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación". 

Es pues de lamentar que la Corte de Casación 

ha emitido tan cuestionable fallo. Esperamos 
que la próxima vez que se le presente la posi­

bilidad de pronunciarse sobre este asunto, re­
tome la ruta que ella misma se había trazado, 
con tanta propiedad, en su sentencia del-17 de 

noviembre.de 1978. 

11 
Los lectores de esta Revista han podido leer 

nuestro comentario anterior (Tercera Epoca, 
Año 11, Marzo-Abril 1993, N° 1 O), · sobre las 

sentencias de fecha 31 de octubre de 1990 y 
2 2 de julio de 1 991, dictadas por nuestra 

Corte de Casación. 
Habíamos hecho mención a la postura cerra­

da de la Corte de Casación Francesa y de la re­

beldía de los presidentes de las cortes de ape­
lación francesas para plegarse a su criterio. 
Que en ese ambiente de franca sublevación 
habían surgido numerosas sentencias, en que 

los presidentes de cortes suspendían la ejecu­

ción provisional de las sentencias aun en la 
hipótesis en que esta fuera de pleno derecho 
( París, 4 de octubre y 2 6 de noviembre de 

1976, Violación de los derechos de defensa; 
Lyon, 18 de mayo de 1982, decisión mani­
fiestamente afectada de una irregularidad 

' 
grosera), naciendo así una nueva corriente 
jurisprudencia! que consiste en la apreciación 
por el Presidente de la Corte sobre las posi­

bilidades de éxito de la sentencia en ~pelación, 
y de no ser muchas, (por violación a ~s dere-



chos de defensa, irregularidad grosera, etc.), 

considerar que la ejecución prematura en esas 

circunstancias sería manifiestamente excesi­

va, para poder aplicar así el articulo 137 de 

nuestra Ley 834 de 1978 y detener la ejecu­

ción provisional, lo cual está vedado por la 

Corte de Casación francesa, sobre todo tomando 

en cuenta que la apelación está aún pendiente y 

que no hay todav'ia autoridad de cosa juzgada. 

Esta corriente jurisprudencia! fue adoptada 

por nuestra Suprema Corte de Justicia en su 

sentencia del 31 de octubre de 1990. 

Sin embargo, en una hipótesis donde se 

planteaba la misma tesis consagrada por la 

sentencia del 31 de octubre de 1990, nuestra 

Corte de Casación por su sentencia del 22 de 

julio de 1991, abandonó el criterio anterior­

mente adoptado, para ir acorde de nuevo con el 

~riterio de la Corte de Casación francesa, pro­

hibiendo de plano, sin excepciones, la posibi­

lidad de los presidentes de suspender la ejecu­

ción de una sentencia ejecutoria de pleno der­

echo, que no está sujeta a ningún control para 

cada caso en particular. 

Así las cosas, una sentencia ejecutoria de 

pleno derecho, es sinónimo de "carro sin fre­

nos" y, en con secuencia, de barbarie. 

En Francia, siguiendo .fa corriente juris-

--prudencial de los presidentes de Corte, llama 

la atención la sentencia de fecha 25 de abril de 

1986, rendida por el Primer Presidente de la 

Corte de Apelación de Versalles, el Magistrado 

Pierre Estoup, quien se creyó en el deber de 

suspender la ejecución provisional de una 

sentencia ej~utoria .de pleno derecho bajo el 

motivo de que estaba viciada con un error de 

derecho ~alificado de "manifiesto", cuyo dis­

positivo establece: 

''A~ cuando la ejecución prCMSional sea de 

derecho, el primer presidente puede suspenderta 

si la decisión de los prineros jueces esti \llciada 

por una vlolac16n flagrante de la ley o 

por un error de derecho manifiesto. "1 

El Magistrado Pierre Estoup comentando su 

propia decisión nos dice: "La sentencia del 

Conseil Prud'hommes estando, de hecho, ver­

daderamente expuesta a la censura de los 

jueces de apelación,· el primer presidente ha 

estimado que la ejecución provisional de dere­

cho no debe permitirse con una sentencia como 

ésta y que ·e1 buen sentido común le impone 

suspenderla". Agrega Estoup: "La creación 

pretoriana de este control del Primer Presi­

dente es reprochado por la Jurisprudencia que 

admite la ejecución provisional a riesgos ae 
entrañar consecuencias manifiestamente ex­

cesivas, aun cuando el procedimiento en 

primera instancia presente un vicio impor­
tante. "2 

Esta sentencia fue severamente censurada 

por la Corte de Casación francesa: "El juez que 

suspende la ejecución provisional de pleno 

derecho de una sentencia, se excede en sus po­

deres." (Civ. 2, 17 Juin 1987, Bull. Civ. 11 N. 

143, P. 75, D. 1987, Somm. 359). 

Esta fórmula fue la misma que us6 nuestra 

Corte de Casación en la sentencia del 22 de ju­

lio de 1991. 

Comentando esta sentencia de la Corte, Roger 

Perrot escribe: "La Corte de Casación no se 

preocupó por el estado de ánimo de un primer 

presidente que considera que la sentencia ha 

sido 'mal juzgada', por lo cual el fallo es erra­

do en derecho y lo califica que 'manifiesto•. En 

los casos en que la ejecución provisional sea de 

derecho, no le corresponde adelantarse a lo que 



podría juzgar su Corte y aún menos pretender 
que una sentencia manifiestamente 'mal juz­
gada' excluye toda ejecución provisional. "3 

Nuestra Corte de Casación en su sentencia 
más reciente, de fecha 19 de febrero de 1993, 
ha establecido una fórmula muy novedosa, en­
comiable, pues permite el control de los pre­
sidentes de las cortes para cada especie en 
particular dejando atrás la postura inclemente 

de la Corte de Casación francesa, consagrada de 
nuevo en la sentencia del 22 de julio de 1991. 

En su escueto dispositivo, nuestra Suprema 

Corte establece: "Considerando, que las a-denan­
zas de referimiento son ejecutorias provisional­
mente de pleno derecho, y no pueden ser suspen­
didas por el Presidente de la Corte de Apelación, 
cuando han sido dictadas regularmen­
te. "4 Es decir, que el Presidente puede apli­
car los poderes que le confiere el artículo 1 3 7 

c;ie la Ley 834 de 1978 y suspender la ejecu­
ción provisional de pleno derecho, cuando 
compruebe que la sentencia ha sido dictada 
"irregularmente". Esta ingeniosa fórmula re­
sume las más importantes de las creadas por 
los presidentes de las cortes francesas ( viola­
ción a los derechos de defensa, París; irregu­

laridad grosera, Lyon; sentencia mal juzgada, 

Versalles). 
Sin embargo, pese a estos ejemplos, parece 

evidente que el valor intrínseco de la sentencia 
no es el único parámetro exclusivo que pueden 
tomar los jueces para detener una ejecución. 

Sin dudas es natural que esta consideración 
debe ser tomada en cuenta y que pese mucho 

cuando la sentencia es manifiestamente nula o 
esté viciada por un error grosero. 

-
Pero sería temerario hacer una regla ge-

neral y exclusiva, pues muy bien se pueden 

concebir consecµencias manifiestamente exce­
sivas que nada tienen que ver con el valor 

intrínseco de la sentencia, como las circuns­
tancias particulares de hecho que contiene cada 

especie, donde el presidente debe apreciar con 
un sentido más amplio la oportunidad de la 
ejecución. 

Perrot, sobre este punto ha reflexionado 

como transcribo: "Un presidente de Corte debe 
investigar sobre los méritos de la sentencia ~n 
apelación. Es normal que lo haga y legítimo que 
lo tenga en cuenta, pero sería peligroso pro­
hibirle ir más allá." s 

Por todas esas razones, rendimos de nuevo 

tributo a la decisión de nuestra Corte de Casa­
ción del 29 de mayo de 1985, comentada en 
nuestro trabajo anterior, dictada en el período 
en que dicha Corte era dignamente presidida 
por el Magistrado Manuel Bergés Chupani. 

NOTAS 
1.-Recueil Dalloz Sirey 1986. P. 521. 
2.- Estoup, Pierre, Note, Recueil Dalloz Sirey 1986, P. 
522 
3.- Perrot, Roger, Rev. Trim. Sirey, 1988, P. 185 
4.- SCJ 19 de febrero de 1993. No publicada todavía. 

5.- Perrot, Roger, Rev. Trim. Sirey, 1982, P. 660. 
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DOCTRINA 
Las Cargas Económicas en el 

Nuevo Código de Trabajo 
H6ctor Arias Bustamante• 

La reciente reforma a nuestra legislación 
laboral ha sido, sin lugar a dudas, la más am­
plia y profunda que ha sufrido el sistema la­

boral dominicano. Ha tocado los nueve libros 
que integran nuestra codificación sobre la ma­

teria, poniendo en vigencia la parte relativa al 
funcionamiento de los tribunales de trabajo, a 
partir de enero de 1993, y el procedimiento 
que debe seguirse en ocasión de conflictos 
jurídicos entre empleadores y trabajadores. 

Nos interesa en esta oportunidad .analizar las 
cargas económicas que se le imponen a los em­

pleadores respecto a sus trabajadores, tales 
como pago de horas extras, días de fiesta labo­
rados, día de descanso semanal, salario de 

navidad, vacaciones anuales, participación del 
trabajador en los beneficios de la empresa, 
preaviso, cesantía, asistencia económica, in­

demnización complementaria, fondo de ga­
rantía, despido de la trabajadora embarazada. 

1.- El Pago de Horas Extras 
Antes de referirnos a la remuneración de las 

horas extras debemos explicar en qué consiste 
la jornada de trabajo para de esa manera com­
prender el significado de las horas extraordi­

narias de trabajo. 
Jornada de trabajo, de acuerdo con el 

artículo 146 del nuevo Código de Trabajo 

•Doctor en Derecho, UASD. Profesor de la Facuhad de Cien­
cias Jurídicu UASD 

(NCT, en lo adelante), consiste en todo el 
tiempo que el trabajador no puede utilizar 
libremente su tiempo por estar a la disposi­

ción exclusiva de su empleador. El legislador 
ha establecido una variedad de jornadas de 
trabajo, veamos: 

1.1. Jornada Ordinaria: es la que se aplica a 
la mayoría de los trabajadores, por ello su de­

nominación. No podr.á exceder de 8 horas por 
día, 44 horas por semana y termin~ a las 
12:00 meridiano del día sábado. 

1.2. Jornada Ordinaria Modificada: Pueden 
empleadores y trabajadores,:-- por mutuo 

\ 

acuerdo, alterar o modificar la jornada ordi-
naria de trabajo, pero únicamente en su íimite 
diario, en los casos siguientes: en los esta­
blecimientos comerciales: 1 O horas por día 
sin exceder de 44 horas por semana y en las 
industrias: 9 horas por día sin exceder de 44 
horas por semana. 

1.3. Jornadas Especiales: el legislador ha 
fijado jornadas especiales para ciertas labores 
y empresas: 

*Aquellos trabajadores que realizan labores 
peligrosas o insalubres ( el Secretario de Es­
tado de Trabajo determinará mediante resolu­
ción cuáles son esas labores), tendrán una 

jornada no mayor de 6 horas por día y 36 ho­
ras por semana. Esta jornada reducida no im­

plica disminución del salario correspondiente 
a la jornada normal (Art. 148 NCT). 

*El legislador ha tomado en cuenta las horas 
del día o de la noche en las cuales el trabajador 
presta sus servicios, estableciendo una jorna­
da diurna de trabajo comprendida entre las 

7:00 A.M., y las 9:00 P.M.; una jornada noc­
turna de trabajo comprendida entre las 9:00 
P.M., y las 7:00 A.M., y una jornada mixta de 



trabajo que comprende períodos de las jorna­

das diurna y nocturna, siempre que el período 

nocturno sea menor de tres horas. En caso 

contrario, se reputa jornada nocturna. Es 
obligación del empleador pagar las horas de la 

jornada nocturna con un aumento no menor del 

15% sobre el valor de la hora normal. (Arts. 

149 y 204 NCT) 

""Los trabajadores intermitentes o que re­
quieren su sola presencia en el lugar de tra­

bajo (mensajeros, ascensoristas, barberos, 

porteros, etc.) tendrán una jornada de trabajo 

de hasta 1 O horas por día. (Art. 149 NCT) 
--En las empresas de funcionamiento 

contínuo la jornada de trabajo podrá ser de 9 

horas por día y de SO horas por semana, 

pagándose como horas extras las rendidas so­

bre las 44 horas por semana. (Art .. 158 NCTI 
Explicadas las distintas modalidades de la 

jornada de trabajo, podemos entender por ho­
. ras extras como aquellas laboradas por encima 

de la jornada legal de trabajo. Esas horas ex­

traordinarias, de acuerdo con el artículo 203 

del NCT, deben pagarse al trabajador en la 

forma siguiente: desde las O horas hasta las 68 

horas semanales, con un aumento no menor del 

35% sobre el valor normal de la hora, y desde 

las 68 horas semanales en adelante, con un 

aumento no menor del 100% sobre el valor 

normal de la hora. 

Ahora bien, para calcular el valor de las ho­

ras extras es necesario determinar el salario 

diario promedio y el salario por horas del 

trabajador. Para ello se aplican las siguientes 

reglas: 

-Si el salario es pagado mensualmente, el 

mismo se divide entre 23.83, obteniéñdose el 

salario diario promedio, el cual se divide luego 

entre 8 para determinar el salario por hora. 

-Si el salario es pagado quincenalmente, el 
mismo se divide entre 11.91, obteniéndose el 

salario diario promedio, el cual se divide luego 

entre 8 para determinar el salario por hora. 

-Si el salario es pagado semanalmente, el 

mismo se divide entre 5.5, obteniéndose el 

salario diario promedio, el cual se divide luego 

entre 8 para determinar el salario por hora. 

-Si el salario. es pagado por día o por labor 

rendida, el mismo se divide entre 8 para ot:>­

tener el salario por hora. 
Veamos ahora un ejemplo práctico sobre lo 

explicado anteriormente: Un trabajador con 

salario de RD$675.00 a la semana, laboró 73 

horas en ese mismo período de tiempo. ¿Cuál 

será la suma total devengada en función de las 

horas laboradas? 

a) Determinar el salario diario promedio: 

675.00/5.5 = 122.72 
b) Determinar el salario por hora: 

122. 72/8 =- 15.34 

c) Remuneración de horas extras: 

73 horas semanales - 44 horas normales• 29 
horas extras (24 horas extras al 35% y 5 horas 
extras al 100%) 

15.34 X 35% = 5.36 
15.34 + 5.35 • 20.70 
20.70 x 24 horas •496.80 total horas 

extras al 35% 
15.34 X 100% • 15.34 
1 5.34 + 1 5.34 • 30.68 
30.68 x 5 horas = 1 53.40 total horas 

extras al 1 00% 

d) To tal general devengado: 

675.00 salario básido 
496.80 horas extras al 35% 
1 53,40 horas extras al 100% 

1,325.20 
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2. - mas feriados 
Son aquellos días declarados no laborables en 

conmemoración de una fecha patria, religiosa, 
o cualquier otro acontecimiento. En esos días, 
el trabajador no está obligado a prestar sus 
servicios y el empleador no podrá deducir o 
descontar del salario las horas que correspon­
dan al día de fiesta. 

Sin embargo, en virtud de acuerdo entre las 
partes, el día de fiesta puede ser laborado por 
el trabajador. En estos casos, el empleador 
deberá retribuir las horas servidas con un 
aumento no menor del 100% sobre su valor 

normal. (Art. 205 NCT) 
Veamos un ejemplo práctico: un trabajador 

con salario de RD$2,600.00 mensuales, la­
boró el miércoles día de fiesta 12 horas. Para 
determinar cuánto devengó ese día, procedere­
mos en la forma siguiente: 
a) Determinar el salario diario promedio: 

2,600/ 23.83 • 109.1 O 
b) Determinar el salario por hora: 

109.10/ 8 = 13.63 
c) Remuneración del día de fiesta: 

1 2 horas diarias ( 8 horas normales y 4 ho­
ras extras) 

Determinar el valor de las 8 horas nor-

males: 
13.63 X 100% • 13.63 
13.63 + 13.63 • 27.26 
27.26 x 8 horas .. 218.08 
Determinar el valor de las 4 horas extras, 

las cuales tendrán un incremento del 100% 
por ser laboradas en un día de fiesta, más un 

35% por ser e.xtras: 
27.26 X 35% • 9.54 
27 .26 + 9.54 • 36.80 

36.80 X 4 · •147.20 
d) T ot-al general devengado: 

2,600.00 salario básico 
218.08 horas normales día feriado 

147.20 horas extras día feriado 
2,965.28 

3.- Descanso Semanal 
A todo trabajador se le reconoce un descanso 

luego de cumplida la jornada semanal de tra­
bajo. Ese descanso semanal equivale a 36 ho­
ras ininterrumpidas, es decir, día y medio de 
reposo. (Art. 1 63 NCT) 

Las partes pueden fijar cualquier día de la 
semana para el descanso del trabajador. En 
caso. de no llegar a acuerdo, el día de descanso 
se inicia el sábado a partir del mediodía. 

Actualmente, los días de descanso semanal no 
son de reposo forzoso. Es permitido que el tra­
bajador preste sus servicios en ese lapso, te­
niendo la opción de recibir su salario aumen­
tado en un 1 00% o disfrutar en la semana si­
guiente de un descanso compensatorio igual al 
tiempo de su reposo semanal. (Art. 163 NCT) 

Si el trabajador opta por recibir la remu­
neración, se procede en la forma explicada 
para el cálculo de las horas extras: 1 ° Deter­

minar el salario diario promedio; 2° Deter­
minar el salario por hora; 3° lncrmentar el 
salario por hora en un 100%, y 4° Si la labor 
de ese día excede las 8 horas, ese exceso se pa­
gará como horns extras. 

4.- Vacaciones Anuales 
Además del descanso semanal y los días de 

fiesta, al trabajador se le otorga un descanso 
anual o vacaciones. Para tener derecho a este 



reposo el trabajador debe haber cumplido un 

año en la empresa. 

El período de vacaciones es igual a dos sema­

nas, con disfrute de sueldo, conforme a la si­

guiente escala: después de un trabajo continuo 

no menor de un año ni mayor de cinco, 14 días 

de salario ordinario, y después de un trabajo 

continuo no menor de cinco años, 1 8 días de 

salario ordinario. 

Es decir, todo trabajador amparado en un 

contrato de trabajo por tiempo indefinido, 

tiene derecho a dos semanas de vacaciones, 

pero el empleador deberá pagarle 14 días de 

salario ordinario si tiene más de un año y me­

nos de cinco en la empresa, o 1 8 días de sala­

rio ordinario si tiene más de cinco años en la 

empresa. (Art. 177 NCT) 

Puede ocurrir que trabajadores ligados a la 

empresa por contratos de trabajo por tiempo 

indefinido, por causas ajenas a su voluntad, no 

puedan laborar durante un año completo. En 

este caso, recibirán una compensación pro­

porcional al tiempo trabajado si éste es mayor 

de cinco meses (Arts. 178 y 179 NCT), de la 

siguiente manera: 

A S o más meses de servicio 

A 6 o más meses de servicio 

A 7 o más meses de servicio 

A 8 o más meses de servicio 

A 9 o más meses de servicio 

A 1 O o más meses de servicio 

A 11 o más meses de servicio 

6 días 

7 días 

8 días 

9 días 

1 O días 

11 días 

12 días 

El salario correspondiente al período de 

vacaciones debe ser pagado al trabajador el día 

anterior al del inicio de éstas, junto con los 

salarios que a esta fecha hubiere ganado. 

s.- Salado de Navidad 
La incorrecta denominación de regalía pas­

cual cambia de nombre en el NCT. Así, el 

artículo 219 la define como Salario de Navi­

dad, consistente en la duodécima parte del sa­

lario ordinario devengado por el trabajador en 

el año calendario. 

Tienen derecho al Salario de Navidad todos 

los trabajadores de la empresa, sin importar 

el tipo de contrato de trabajo que tengan. El 

Salario de Navidad no podrá ser mayor del 

equivalente a cinco salarios mínimos de ley. 

El Salario -efe Navidad es un beneficio que el 

trabaj ador va adquiriendo cada vez que cumple 

un mes en la empresa, de ahí que sea igual a la 

duodécima parte del salario anual ordinario. 

Por eso siempre tendrá derecho al mismo aun 

cuando no haya laborado el año completo y sin 

importar la causa de terminación de su con­

trato de trabajo. En este caso, el trabajador 

recibirá una suma proporcional al monto de su 

salario y al tiempo trabajado. 

6.- Pacticipadón del Trabajador en los 
Beneficios de la Empresa 

La participación del trabajador en los bene­

ficios de la empresa ha sido consagrada en los 

artículos 223 al 227 del NCT, derogando así la 

Ley Nº 288 del 23 de marzo de 1972. Hoy día, 

los trabajadores recibirán mayores sumas de 

dinero, tanto por un mayor número de días de 
\ 

salarios, como por la determinación misma de 

los beneficios netos de la empresa que deben 

ser calculados antes de determinar la renta 

neta imponible y las bonificaciones que co­

rrespondan a los miembros del consejo de .ad­

ministración y directivos de la empresa. 



Esa partición equivale al 1 0% de los benefi­
cios netos de la empresa obtenidos al cierre de 
su ano fiscal. En cuanto a los trabajadores, es 
necesario determinar la antigüedad en la em­
presa para saber el monto de la participación: 
trabajadores con més de tres af\os en la em­
presa recibiran el equivalente a sesenta días 
de salarios; trabajadores con menos de tres 
af\os en la empresa recibirén el equivalente a 
cuarenticinco días de salarios, y trabajadores 
con menos de un af\o en la empresa recibirén 
una suma proporcional al salario devengado y 
al tiempo trabajado. 

Veamos un ejemplo préctico: una empresa 
obtiene beneficios netos anuales por 

RDS 150,000.00. Deberé distribuir entre sus 
trabajadores un 1 0% de dichos beneficios, es 

decir, RD$15,000.00. La empresa cuenta con 
el siguiente personal: trabajador A, ·con cinco 
aflos y salario de RD$2,500.00 mensuales; 
trabajador B, con tres anos y salario de 
RDS 1,700.00 mensuales; trabajador C, con 
dos anos y salario de RD$3,000.00 mensua­
les; trabajador D, con un ano y salario de 
RD$2,000.00 mensuales; trabajador E, con 
ocho meses y salario de RD$2,300.00 men­
suales; y trabajador F, con seis meses y sala­

rio de RD$1,900.00 mensuales. 
-trabajadores con més de tres anos: 

A ... 2,500.00 23.83 • 104.90 X 60 =6,294.00 
8 ... 1,700.00 23.83 • 71.33 X 60 a4,279.80 
-trabajadores con menos de tres anos y más de 

uno: 
C. .. 3,000.00 23.83 • 125.89 X 45 •5,665.12 
0 ... 2,000.00 23.83 • 83.92 X 45 •3,776.75 
-trabajadores con menos de un ano: 

' E ... 2,300.00 x 8/12 -1 ,533.33 23.83 • 64.34 
X 45 =-2,895.50 

F ... 1,900.00 X 6/12 • 950.00 23.83 • 39.86 X 
45 - . •],793,95 

Total 24,705.12 
En vista de que los beneficios de la empresa 

ascendieron a la suma de RDS 1 50,000.00 y el 
10% es de RDS 1 5,000.00, y como esta suma 
no alcanza para cubrir los RD$24, 705.12 que 
deben distribuirse entre los trabajadores, 
deberá dividirse RD$15,000.00 entre 
RD$24,705.12 para determinar el factor que 
servirá de base para prorratear la participa­
ción individual de los trabajadores, como 
sigue: 

15,000.00 / 24,705.12 • 0.6071615 

6,294.00 X 0.6071615 • 3,821.47 
4,279.80 X 0.6071615 • 2,598.52 
5,625.00 X 0.6071615 • 3,415.28 
3,776.75 X 0.6071615 • 2,293.09 
2,895.50 X 0.6071615 • 1,758.03 
1,793.95 X 0.6071615 • 1,089.2] 

Total 14,975.60 
Esta participación debe ser entregada por la 

empresa entre los 90 y los 120 días después 
del cierre · del ano fiscal. En caso de existir 

diferencias entre las partes en cuanto al monto 
de la participación, los trabajadores podran 
solicitar al Secretario de Estado de Trabajo 
para que, a su vez, solicite a la Dirección Ge­
neral del Impuesto sobre la Renta a fin de rea­
lizar las verificaciones de lugar. 

7.- Pceayjso 
El Preaviso es uno de los efectos que produce 

la terminación del contrato de trabajo de du­

ración indefinida por causa del desahucio. Ya 
sea el empleador o el trabajador que decida 
ejercer el desahucio deberé avisar previa• 



mente a la otra parte su intención de poner fin 
al contrato de trabajo que los une. 

El plazo del preaviso varía en función de la 
antigüedad del trabajador en la empresa. Vea­
mos: 
A 3 meses o más de trabajo... 7 días de anticlpa­
cl6n 
A 6 meses o más de trabajo .•. 14 das de anticipa­
ción 
Después de un at\o o más ... 28 dias de anticipaci6n 

Sin embargo, la ley permite a la parte que 
ejerce el desahucio omitir el plazo del preavi­

so a condición de que pague en salarios a la 
otra parte los días dejados de avisar. 

8.- lodemnjzacj6n de Auxmo de Cesantía 
Otro de los efectos que produce la termina­

ción por desahucio del contrato de trabajo de 
duración indefinida es la indemnización del 
auxilio de cesantía, pero únicamente a cargo 
del empleador cuando éste ejerce el desahucio 
contra su trabajador. Esta indemnización se 

otorga en base a la siguiente escala: 
A 3 meses o más de trabajo 
A 6 meses o más de trabajo 
Entre 1 y S años de trabajo 

A más de S años de trabajo 

6 dias de salario 
13 das de salario 
21 días de salario 
por cada año 
23 dias de salario 
por cada año 

l+,as · fracciones de año (meses), mayores de 

tres meses, se pagan en base a las dos prime­

ras escalas. 
Una observación importante se impone: el 

artículo 80, parte final, del NCT establece que 
el cálculo del auxilio de cesantía que corres-

ponda a los años de vigencia del contrato de 
trabajo del trabajador anteriores a su pro­
mulgación (29 de mayo de 1992), se hará en 
base a 1 S días de salario ordinario por cada 
año de servicio prestado. 

Para determinar las sumas que correspon­
dan al trabajador en caso de que se omita el 
plazo del preaviso, asi como la indemnización 
del auxilio de cesantía, se requiere observar 
las siguientes reglas: 

-Determina.r la vigencia del contrato de 
trabajo, es decir, la antigüedad del trabajador 
en la empresa. Para ello, se tomarán en cuanta 
los días laborables, de fiesta, de vacaciones, de 
suspensión, etc. 

-Establecer el salario mensual promedio 
devengado por el trabajador en su último ano 
de trabajo o fracción. Para lo cual sólo se to­
mará en cuenta el salario básico, excluyéndose 
los ingresos por horas extras, salario de . na­
vidad, participación en los beneficios, etc. 

-Determinar el salario diario promedio del 
trabajador. Para ello, se procederá en la mis­
ma forma que para el cálculo de las horas ex­

tras. 
Veamos el siguiente ejemplo para el cálculo 

de prestaciones laborales: un trabajador in­
gresó a la empresa en fecha 29 de agosto de 
1976 y su empleador decide desahuciarlo sin 

aviso previo el 26 de junio de 1992. En su 
último año de trabajo devengó un salario· de 
RD$3,600.00 pagados mensualmente. Al mo­

mento del desahucio no había disfrutado sus 

vacaciones anuales. 



a) Determinar la vigencia del contrato de tra­

bajo: 
1992 6 26 fecha del desahucio 
l9li .8 2.9. fecha de ingreso 

15 9 27 
años meses das 

b) Establecer el salario diario promedio: 

3,600.00/23.83 = 151.07 
c) Indemnización por preaviso: 

28 días x 151.07 • 4,229.96 

d) Indemnización de auxilio de cesantía: 

15 años x 15 días - 225 días x 151.07 • 

33,990.75 
Nota: En vista de que el artículo 80 del NCT 

establece que el cálculo del auxilio de cesantía 
que corresponda a los años de vigencia del con­
trato de trabajo anteriores a su promulgación, 
se hará en base a 1 S días de salario _ordinariQ 
por cada año de servicio prestado, la nueva es­

cala del auxilio de cesantía no tendrá aplica­

ción inmediata. 
e) Proporción de salario de navidad: 

3,600.00 x 6 meses • 21,600.00/ 12 = 1,800.00 

f) Compensación de vacaciones: 

1 51.07 X 7 días • 1,057.49 

·g) Total general: 
4,229.96 indemnizad~ de preaviso 

33,990.75 indemnización de auxilio de cesantía 
1,800.00 proporción salario de navidad 
1,057.49 compensación de vacaciones 

41,078.20 

9.- Asistencia Económica 
En el antiguo Código de Trabajo se contem­

plaba que cuando el contrato de trabajo termi­
naba a causa de la muerte del trabajador o su 
incapacidad física o mental, la muerte del em­
pleador cuando tuviera por consecuencia la 

terminación del negocio o empresa, el agota­
miento- de la materia prima de una industria 
extractiva, . la quiebra de la empresa y la en­
fermedad o ausencia del trabajador por més de 
un año, el patrono debía pagar al trabajador o 
sus familiares el auxilio de cesantía. 

En el NCT desaparece ese beneficio y en su 
lugar se establece una indemnización especial 
denominada asistenci~ económica (Art. 82), 
aplicable únicamente a los casos de termina­
ción de contratos de trabajo anteriormente ci­

tados. 
El pago de · la asistencia económica se rige 

por la siguiente escala: 
A 3 meses o más de trabajo 5 días de salario 
A 6 meses o más de trabajo 1 O días de salario 
Por cada año de trabajo 1 5 días de salario 

1 o. lodemnizacjón Complementaria 
El artículo 86 del NCT restituye las ga­

rantías de inembargabilidad e intransferibili­

dad a las sumas de dinero que correspondan al 
preaviso y al auxilio de cesantía recibidas por 
el trabajador en ocasión de la terminación del 
contrato de trabajo a causa de desahucio. Con­
templa además, el referido artículo que esas 
indemnizaciones deben ser pagadas al trabaja­
dor en un plazo de 1 O días, a contar de la fecha 
de la terminación del contrato de trabajo. 

En los casos de incumplimiento del pago de 
dichas indemnizaciones en el referido plazo, el 
empleador deberá pagar al trabajador una in­

demnización complementaria equivalente a un 
día de salario devengado por cada día de retardo 
en el cumplimiento de su obligación. 

11. Despido de la Traba jadora Embarazada 
Los artículos 232 y 233 del NCT declaran 



nulo tanto el desahucio como el despido de la 
trabajadora por el hecho de su embarazo. 

En cuanto al despido se refiere, debe enten­
derse que el hecho del embarazo no constituye 
una de las faltas que dan lugar al despido de la 
trabajado~. De ahl su restricción. Ahora 
bien, el legislador no ha prohibido el despido 

de la trabajadora por el hecho de su embarazo, 
sino que lo ha declarado nulo, es decir, sin 
ningún efecto jurídico, significando esto que 
ante la violación de esa disposición la trabaja­
dora seguirá formando parte de la empresa y 
el empleador obligado a pagar el salario or­
dinario como si efectivamente estuviera pres­
tando sus servicios. 

Tampoco significa la citada restricción que 
el empleador no pueda despedir a la trabajado­
ra embarazada cuando ella cometa una de las 
faltas enumeradas por el artículo 88 del NCT. 
En esta situación, el empleador debe previa­
mente someter el caso al Departamento de 
Trabajo o a la autoridad local que ejerza sus 

funciones, a fin de que ésta determine si obe­
dece al hecho del embarazo o es consecuencia 
de la falta. 

12. Garantía de los Créditos Laborales 
Es obligación de todo empleador contratar 

con una entidad aseguradora una fianza para la 

garantía de los créditos laborales por concepto 

'f salarios dejados de pagar, indemnizaciones 
en virtud de sentencia judicial o laudo arbi­

tral. 
Esta garantía le asegura al trabajador, en 

caso de insolvencia del empleador, el cobro del 

equivalente a cuatro meses de salarios dejados 
de pagar y la totalidad de las indemnizaciones 

acordadas en virtud de sentencia judicial o 
laudo arbitral. (Art. 465 NCT) 

JURISPRUDENCIA 



Sentencia de la c,mara Civil de la 
Suprema Corte de Justicia del 

19 de febrero de 1993 
PROCEDIMIENTO CIVIL. Refcrimiento. 

Poderes del Presidente de la Corte 

La C6mara Civil de la Superna Corte de Juslicia, despá 
de haber deliberado y vuio. loa tu"» legales invocados por 
loa rec:mrentea y loa amculoa 1, 20 y 65 de la Ley aoln Pro­
cedimielllo de C--=idn; 

Camidcnndo. que en la lelllmcia impugnada y en los do­
cumentos a que ella se refiere cons&a: a) que con motivo de 
una demanda a lreve lámino, en referimiento, en designación 
de un IIOCUellrlrio judicial, incoada por los recunentes contra 
loa rec:urridoa, la Cmma Civil y Comercial de la Segunda 

Circunscripci6n del Juzg~ de Primera Instancia del Distrilo 
Nacional dic1IS una Ordenanza, el 14 de felrero de 1992, cuyo 
dispositivo es el sigui~ "JlESOL VEMOS: PRIMERO: Ra­
tificar, como al efecto Ratificamos el defecto pro111mciado en 
audiencia callra la parte demandada, seftores ... por falta de 
comparecer, no obstanm haber sido legalmente citados; SE,­
GUNDO: Declam, como al efecto Declaramos, regular y 
v'1ida, tanto en la funna como en el fondo la presente deman­
da en solicitud de Secuesbo Judicial;· En coosec:uencia: 1 •.-

. ORDENAR, como al efecto Ordenamos, por ser justo y repo­
sar 10ln prueba legal, el Secuestro hunediato de: (lista de 
bienes muebles e inmuebles, incluyendo cuantas bancaria lo­
cales y en el exterior), y cualquiec otro bien mueble o inmue­
ble que pueda ser localizado: 2'.- DESIGNAR como al efecto 
Designamos como secuesttario Judicial al Dr. J. de J. NM. 
(generales); '.39.- ORDENAR como al efecto Ordenam01 que 
dicho secuestrario-administrador reciba todos los bienes mue­
bles e inmuebles objelO del secueslro, de mmos de quien o 
quienes lo posean. bajo inventario preparado por ante Notario 
Póblico; 41.- FIJAR como al efecto Fijamos, en mil quinientos 
pesos oro (llDSl,S00.00) la suma que el Secuestrario debed 
percibir mensualmente como anticipo a los honorarios que es­
tablece la ley; s•.- AlTl'ORJZAR como al efecto AUlOrizamos, 
al Secuestrario para que durante su administración, cubra los 

gastos «dinarioa de su gestión administrativa incluidos sus 
honorm ios y lu erogaciones necesaria para el mantenimiento 
de los muebles e inmuebles puesto bajo su secuestro de lu su­
mu recibidas por concepto de lu renw de los apartamentos 
en alquilec; 61.- CONDENAR como al efecto condenamos a la 
parte demandada, a pagar, 1m utreinte de Dos mil pesos oro 
(RD$2,000.00). diarios a título de indemnización accesoria, 
por cada día en el tetruo de la ejecución de la presente Orde­
nanza, a partir del día de su notificación y huta el momento 
de la enttega de los bienes retenidos; 7'.- ORDENAR como al 
efecto Ordenamos, la ejecución provisional y sin fianza de la 

presente Ordenanza, no obstante cualqui« NCUr10 que • in­
taponga-eonira la misma; 81.- ORDENAR como al efecto Or­
denamos, poner 1u costal a car¡o de la mua a partir, de­

clarindolu privilegiadas en relacidn a cualquier OIIO IUloi 
9'.- COMISIONAR, como al efecto Comiaiommol, al Mm­
tcrial M.E.C.C., Alguacil de Batradol de ate Tribunal, para la 
Notificación de la ¡resente Ordenmn"; y b) qua apoderado el 
Pre&iden&e de la C6mara Civil de la Cane de Apelecida • 
SIRIO Domin¡o. en fUnc:ionea de Juez de loa reíerimimloa de 
W1& demanda en suspensión de ejecución de la anlllllior orde­
nanza, dictó la Ordenanza ahora irnpugnwl■, la cual cclldieae 
el siguiente dispositivo: "JlESUBL VB: PRIMERO: Rechaz■r 
el pedimento de inadmisi6n de la demm:ta en suspensión he­
cha por la parte demandada; SEGUNDO: Al»&« 1u coaclu­
siones formuladas por la parte dem■nd■nle en referimienro, 
señores ... , tendientes a obtener del Presidente de la C6mara 
Civil de la Corte ~ Apelación de Santo Domingo. actu■ndo 
en llribucionea de juez de loa referimientoa; la auapensida de 
la ejecución provisional de la ordenam.a de referimiento N" 
71-92, de fecha 14 de febrero del ■rao 1992 dicaada por la 
Cúwa Civil y Comercial de la Segunda Circulllcripci6 del 
Juz.gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por loa 
motiv01 p-ecedentemenle expuea10a; TBRCEllO: Condena a 
101 aei'lores ... y los demú demandados en suspensión al p■go 
de 1u costal con di.scna:ión y provecho de la Lic ... "; 

Considerando, que los recurrentes proponen conira la Orde­
nanza impugnada los siguientes medios de cuacidn: ftimrl 
hksllil: Violación de los utículos 127, 128, 130, y 13.7 de la 
Ley 834, del 15 de julio de 1978 y 69, apite 8 del CcSdi¡o de 
Proc:edimiento Civil y de 1u inteq,retacioaes jurisprudencialel 
de las disposiciones legales enunciadas; Sc&W)do Mcdkr &­
ceso de Poder y Falta de base legal: Tcu;cr MediQ! Falta o 111-

ICIDCia tot■l de motivos, en IDl upecto, y falsa motiv■ción Oll 

otros ■spectos; 
Consider■ndo, que en el desarrollo del primee medio, loa 

recurrentes alegan, en sínreaia, que el Juez ~ violó la ley 
al suspender la ejecución provisional de una ordenanza dicta­
da en refecimiento, que era ejecutoria de pleno derecho; que 
dicha suspensión se hizo bajo el supuesto de que se había vio­
lado el dececho de defensa de la parte recurrida; que el Juez 1; 

wm, se atribuyó facultades que pertenecen a la Corte en pleno 
ya que como Juez de los referimienros sólo podía ordenar 
medidas provisionales; que lu causas indicadas por el Juez 1; 

Qlllt para ordenar dicha suspensión, tení■n que ser objeto de 
debale, para que 1u partes tuviecan oportunidad de ejercer 111 

derecho de defensa, lo cual no ocurrió en la especie; que llln· 

bibl incurre en otra violación de la ley 834, el Juez &:Qlm. 

cuando se refiece a la aplicación del utículo 69 apite 8 del 
Código de Procedimiento Civil¡ que, asimismo, en la 1enten­

cia impugnada se violó el artículo 8, numeral 5 de la Constitu­
ción de la República. y se cometió un exceso de poder; 



Considerando, que en la Ordenanza impugnada se expresa 
al respecto, que cuando la ejecución provisional de una sen­
tencia es de pleno derecho, el Presidente de la Corte no debe 
suspender la ejecución de la misma; que, excepcionalmente, 
aún cuando se trate de una sentencia cuya ejecución provisio­
nal es de pleno derecho, el Presidente de la Corte puede orde­
nar la suspensión si la decisión obtenida en primera instancia 
lo ha sido por medios fraudulentos o en violación de la ley; 
que los poderes de que esá investido el Presidente le han sido 
conferidos para evitar la comisión de daños irreparables, pro­
teger el derecho de defensa. mantener la lealtad de los debates 
y erradicar el fraude y la violación a la ley; que la ordenanza 
dictada por el Juez de ¡xirner grado, fue obtenida estando en 
curso una demanda en partición entre las mismas partes, por 
ante la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip­
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; 
que en dicha demanda los litigantes se habían comunicado en­
tre sí sus domicilios de elección, en razón de que los recurri­
dos residen en el extranjero; que, sin embargo, la ordenanza 
cuya suspensión fue demandada fue dictada en defecto por fal­
ta de comparecer de los recurridos, porque la demanda en re­
ferimient0 fue notificada en la forma que dispone el artículo 
69 acápite 8 del Código de Procedimiento Civil, para los casos 
de personas que tienen su domicilio en el exuanjero; que esto 
óltirno es procesalmente correcto, pero denota q~ se buscaba 
el nombramiento del secuescrario sin que la conuapart.e se en­
terara del mismo, lo cual causaba profundas inquietudes al 
Presidente de la Corte; 

Considerando, que las ordenanzas de referimiento son eje­
cutorias provisionalmente de pleno derecho, y no pueden ser 
suspendidas por el Presidente de la Corte de Apelación, cuan­
do han sido dictadas regularmente; que la demanda en nom­
bramiento de un secuestrllrio judicial por el juez de los referi-

mientos, cuando los demandados tienen su domicilio en el ex­
tranjero, debe ser intentada conforme a lo que dispone el 
artículo 69, inciso 8vo. del Código de Procedimiento Civil. y 
no en el domicilio elegido por los mismos demandados, en 
una demanda en partición pendiente aún entre las mismas 
partes; que no hay violación del derecho de defensa cuando 
los demandantes han procedido en la forma indicada; que en 
consecuencia, la Ordenanza recurrida debe ser casada, por; ha­
ber incurrido el Juez l:WlQ en las violaciones denunciadas, y 
sin necesidad de examinar los otros medios del recurso; 

Considerando, que las costas pueden ser compensadas, 
cuando una sentencia es casada por violación de las reglas 
procesales cuya observancia está a cargo de los jueces; 

Por tales motivos, Primero: Casa la Ordemnza dictada por 
el Pcesidente de la Cámara Civil de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, el 20 de abril de 1992 .. y envía el asunto por 
ante el Presidente de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en las mismas atribuciones: Segwdo: Compensa las 
costas. 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurídicas 
Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 
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Colección Revistas Ciencias Jurídicas
PUCMM 

  
  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 
   
  Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del 
Derecho.  
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